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MAGISTRADO PONENTE: JOSE RAFAEL TINOCO

Adjunto a oficio Nº 690 de fecha 14 de octubre de 1994, recibido en esta Sala en fecha 4 de noviembre de 1994, el Juzgado Segundo de Primera Instancia del Trabajo y Estabilidad Laboral de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, remitió expediente contentivo del recurso de nulidad interpuesto por el ciudadano TEOFILO ALEJANDRO LANDAEZ contra la Resolución de la Inspectoría del Trabajo de los Municipios Plaza y Zamora del Estado Miranda y expresando que lo hace: “dando así estricto cumplimiento al Dispositivo de la Sentencia dictada por el Juzgado Superior Primero del Trabajo, con sede en Los Teques  fechada el 25 de Abril de 1994”

El 8 de noviembre de 1994, se dio cuenta en Sala y por auto de la misma fecha, se designó Ponente al Magistrado Humberto J. La Roche, a los fines de decidir la declinatoria de competencia.

Mediante auto de fecha 09 de marzo de 2.000, la Sala dejó constancia de que, por cuanto la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, publicada en Gaceta Oficial en fecha 30 de diciembre de 1999, estableció un cambio en la estructura y denominación de este Máximo Tribunal y, en virtud de que la Asamblea Nacional Constituyente, mediante Decreto de fecha 22-12-99, designó los Magistrados de este Tribunal Supremo de Justicia, quienes se juramentaron el 27 del mismo mes y año y por cuanto en Sesión de fecha 10 de enero del 2000, se constituyó la Sala Político-Administrativa, se ordenó la continuación de la causa en el estado en que se encontraba y se designó Ponente al Magistrado JOSE RAFAEL TINOCO, quien con tal carácter suscribe el presente fallo. 

I

ANTECEDENTES

 

Mediante escrito de fecha 19 de mayo de 1993, el ciudadano TEOFILO ALEJANDRO LANDAEZ, titular de la cédula de identidad Nº 4.432.597, debidamente asistido por el abogado Tulio Jiménez Rodríguez, inscrito en el Instituto de Previsión Social del Abogado bajo el Nº 8.476, interpuso recurso contencioso administrativo de nulidad contra la Providencia Administrativa dictada por el Inspector del Trabajo en Los Municipios Plaza y Zamora del Estado Miranda, de fecha 20 de noviembre de 1992, la cual declaró con lugar la solicitud de calificación de despido incoada por la empresa CYANAMID DE VENEZUELA, C.A.

Por auto de fecha 11 de junio de 1993, el Tribunal de la causa admitió el recurso interpuesto, ordenó la notificación del Fiscal del Ministerio Público de esa Circunscripción Judicial y el emplazamiento de los interesados mediante Cartel. En la misma fecha se libró el respectivo Cartel y mediante diligencia de fecha 17 de junio de 1993, el recurrente consignó la publicación en prensa del mismo.

Mediante escrito de fecha 1º de julio de 1993, el abogado Ignacio Ponte Brandt, inscrito en el Instituto de Previsión Social del Abogado bajo el Nº 14.552, actuando en su carácter de apoderado judicial de la sociedad mercantil CYANAMID DE VENEZUELA, C.A., inscrita en el Registro Mercantil de la Circunscripción Judicial del Distrito Federal y Estado Miranda, en fecha 4 de julio de 1960, bajo el Nº 74, Tomo 19-A, en virtud del cartel librado en fecha 11 de junio de 1993, dio por citada a su representada y en consecuencia, solicitó se le tenga como parte en el presente procedimiento, se declarase sin lugar el recurso interpuesto, por cuanto expresó que “el señor LANDAEZ esta (sic) incurso en las causales de despido contempladas en el Artículo 102 de la Ley Orgánica del Trabajo”
Mediante diligencia de fecha 6 de julio de 1993, el recurrente solicitó al Tribunal de la causa se abriera a pruebas el presente procedimiento, lo cual se realizó mediante auto de fecha 16 de septiembre de 1993, de conformidad con lo pautado en el artículo 127 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, en concordancia con el artículo 126 eiusdem.
El 23 de septiembre de 1993, el apoderado judicial del recurrente consignó escrito de promoción de pruebas, el cual fue admitido por el Tribunal de la causa en fecha 27 de septiembre de 1993.

El 4 de octubre de 1993, el apoderado judicial de la empresa opositora al recurso, apeló del auto anterior de fecha 27 de septiembre de 1993, mediante el cual el Tribunal admitió las pruebas promovidas por el accionante.

Por auto de fecha 5 de octubre de 1993, el Tribunal de la causa, vista la apelación formulada por la empresa antes mencionada, en contra del auto de fecha 27 de septiembre de 1993, la negó, basándose en que: “El artículo 128 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, pauta que no hay apelación contra el auto de admisión de pruebas, pues lo único que se oirá en ambos efectos es la negativa a la admisión de alguna de ella (sic), y como quiera que este no es el caso de autos, considera este Tribunal haber actuado ajustado a derecho”
Vencida la relación de la causa, por auto de fecha 22 de noviembre de 1993 el Tribunal fijó el día para que tuviera el lugar el acto de informes. El 23 de noviembre de 1993, el apoderado actor consignó escrito contentivo de sus informes.

Por sentencia de fecha 9 de febrero de 1994, el Juzgado  a quo declaró con lugar el recurso de nulidad interpuesto en el presente juicio, considerando que en la referida Providencia Administrativa recurrida se habían producido vicios en materia adjetiva y sustantiva.

Mediante escrito de fecha 25 de febrero de 1994, el apoderado judicial de la empresa CYANAMID DE VENEZUELA, C.A., apeló de la sentencia antes mencionada y solicitó se remitiese el expediente al Superior respectivo.

Por auto de fecha 28 de febrero de 1994, el Tribunal de la causa, vista la apelación formulada por el apoderado judicial de la mencionada empresa, la oyó en ambos efectos y en consecuencia, ordenó remitir el expediente al Juzgado Superior Primero del Trabajo y Estabilidad Laboral de la Circunscripción Judicial del Distrito Federal y Estado Miranda.

Mediante escrito de fecha 5 de abril de 1994, el apoderado judicial de la empresa CYANAMID DE VENEZUELA, C.A., fundamentó su apelación y como punto previo, solicitó del Tribunal se declarase incompetente por la materia para seguir conociendo del recurso interpuesto, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 47 y 60 del Código de Procedimiento Civil, alegando que:

“...en base a la novedosa sentencia de la Corte Suprema de Justicia del 22 de septiembre de 1993, es evidente que la jurisdicción laboral es incompetente para conocer de un recurso de nulidad como el intentado por el señor LANDAEZ, de efectos particulares, por lo cual el señor LANDAEZ debió intentar su recurso ante la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo, o ante la Sala Político Administrativa, siendo, por ende, nulas todas las actuaciones llevadas a cabo en este juicio ...”

Por sentencia de fecha 25 de abril de 1994, el Juzgado Superior Primero del Trabajo y de la Estabilidad Laboral de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda declaró su incompetencia y la del Tribunal de Primera Instancia que conoció del presente asunto, acordó “pasar las presentes actuaciones a la Sala Político Administrativa de la Corte Suprema de Justicia”  y en consecuencia, ordenó remitir el expediente al Tribunal de origen, a los fines de que se cumpla con el dispositivo de dicho fallo,  en los términos siguientes: 

“1º) Se declara que el Juzgado Segundo de Primera Instancia del Trabajo y de Estabilidad Laboral de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, con sede en Guarenas, es INCOMPETENTE para conocer del Recurso de Nulidad intentado (...).- 2º) Se declara la nulidad de todas las actuaciones cumplidas con motivo del referido Recurso de Nulidad, comprendiendo dicha nulidad desde el auto de admisión de dicho Recurso, de (sic) 11 de junio de 1993, inclusive, hasta la sentencia dictada por dicho Tribunal en fecha 09 de Febrero de 1994, también incluida ...”

Fundamentó su sentencia en lo siguiente:

“De conformidad con lo dispuesto en el artículo 60 del Código de Procedimiento Civil, la incompetencia en razón de la materia, se declarará aun de oficio,  en cualquier estado e instancia del proceso, pues la misma es de eminente orden público. Por su parte, el artículo 211 del mismo Código, prevé la posibilidad de la declaratoria de nulidad total de los actos consecutivos a un acto írrito, en cuyo caso se ordenará la reposición de la causa al estado correspondiente al punto de partida de la nulidad. En el caso de autos es evidente que dada la incompetencia del Tribunal Segundo de Primera Instancia del Trabajo (...), para conocer del recurso de nulidad intentado por (...), dicho Tribunal no debió admitir dicho recurso, sino pasar el escrito contentivo del mismo, conjuntamente con los recaudos presentados, a la Sala Político Administrativa de la Corte Suprema de Justicia, a los fines de que dicha Sala decidiera sobre la admisibilidad del recurso, conforme lo establecen los artículos 123 y 124 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, por lo que el presente procedimiento resulta viciado desde su inicio, imponiéndose una providencia de nulidad de todas las actuaciones cumplidas por el mencionado Tribunal, por la incompetencia manifiesta del mismo” (Sic).

Por auto de fecha 20 de septiembre de 1994, el Juzgado Superior ordenó remitir el expediente al Tribunal de Primera Instancia (a quo), lo cual se cumplió en la misma fecha.

II

ANALISIS DE LA SITUACION

 

La Sala para decidir observa:

En el caso de autos, la empresa CYANAMID DE VENEZUELA, C.A. solicitó ante la Inspectoría del Trabajo en los Municipios Plaza y Zamora del Estado Miranda y así fue autorizada por ésta en fecha 20 de noviembre de 1992, la calificación de despido del ciudadano TEOFILO ALEJANDRO LANDAEZ, siendo éste dirigente sindical, es decir, gozando de fuero sindical. El ciudadano antes mencionado ocurrió ante el Juzgado de Primera Instancia del Trabajo y de Estabilidad Laboral de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda e interpuso recurso de nulidad contra la Providencia dictada por la referida Inspectoría del Trabajo, que declaró con lugar dicho recurso, por cuanto consideró que en la mencionada Providencia se había incurrido en varias irregularidades o contenía la misma algunos vicios. Al apelar de esta decisión ante el Juzgado Superior correspondiente, éste no sólo se declaró él incompetente sino que declaró que el Tribunal de Primera Instancia tampoco lo era y además, declaró la nulidad de todas las actuaciones cumplidas con motivo del referido recurso de nulidad, comprendiendo dicha nulidad desde el auto de admisión del mismo, hasta la sentencia dictada por el Tribunal de Primera Instancia. 

Ahora bien, en primer lugar, consagra el artículo 5 de la vigente Ley Orgánica del Trabajo la integridad y la exclusividad de la jurisdicción laboral, para conocer de toda disputa de derecho sobre las normas de dicha Ley, o de los contratos, salvo las que la misma Ley atribuye a los procedimientos de conciliación y de arbitraje, lo cual ratifica en su artículo 655.

En segundo lugar, de manera expresa, por excepción, en sus artículos 425 465 y 519 eiusdem, excluye de la jurisdicción laboral por ejemplo, el conocimiento de los recursos que puedan ejercerse contra las decisiones del Ministro del ramo, específicamente, en los casos de negativa de registro e inscripción de organizaciones sindicales; o en los casos de oposiciones a convocatorias para negociaciones de convenciones colectivas.

En tercer lugar, el artículo 456 de la misma Ley establece, en cuanto a otras decisiones de las autoridades del Trabajo, como las dictadas en los procedimientos de calificación de despido, o de solicitudes de reenganche, por motivo de las inamovilidades que la misma Ley contempla, se limita a establecer, que dichos recursos se deberán ejercer por ante los Tribunales, sin precisar, como sí lo hace en los casos antes señalados, que se trata de los Tribunales contencioso administrativos. Dichos Tribunales, por lo expuesto, no pueden ser otros que los órganos judiciales del Trabajo señalados en los artículos 5º y 655, que establecen:

“ART. 5. La legislación procesal, la organización de los tribunales y la jurisdicción especial del trabajo se orientarán por el propósito de ofrecer a los trabajadores y patronos la solución de los conflictos sobre derechos individuales o colectivos que surjan entre ellos, (...).

Los conflictos colectivos sobre intereses y los que se planteen para exigir el fiel cumplimiento de los compromisos contraídos se tramitarán de acuerdo con lo pautado en el Título VII de esta Ley”.

“Art. 655. Los asuntos contenciosos del Trabajo cuyo conocimiento, sustanciación y decisión no hayan sido atribuidos por esta Ley a la conciliación o al arbitraje o a las Inspectorías del Trabajo, continuarán su tramitación en los Tribunales del Trabajo o Juzgados de Estabilidad Laboral previstos por esta Ley. (...)”  

De conformidad con las normas supra transcritas y a las reglas interpretativas contenidas en los artículos 59 y 60 eiusdem, principio de la prevalencia de las normas del trabajo, sustantivas o de procedimiento y principio del orden jerárquico de aplicación de las normas laborales, los Tribunales del Trabajo de Primera Instancia, que de acuerdo con el ordinal 1º del artículo 28 de la Ley Orgánica de Tribunales y Procedimientos del Trabajo, son los Tribunales de la causa, en materia laboral, los competentes para conocer de las demandas de nulidad en contra de las decisiones administrativas, dictadas en aplicación de las normas de dicha Ley que regulan su “parte administrativa”, a que se refiere su artículo 586; salvo aquellas demandas que en forma expresa son atribuidas a los órganos de la jurisdicción contencioso administrativa, como sucede en los casos antes señalados de los artículos 425, 465 y 519 de la mencionada Ley Orgánica del Trabajo y así se declara.

En consecuencia, el Juzgado de Primera Instancia del Trabajo y de Estabilidad Laboral de la Circunscripción Judicial del Distrito Federal y Estado Miranda es competente para conocer del recurso de nulidad que interpuso el ciudadano Teófilo Alejandro Landáez contra la Providencia Administrativa dictada por el Inspector del Trabajo de los Municipios Plaza y Zamora del Estado Miranda, en fecha 20 de noviembre de 1992,  y por ende el Juzgado Superior Primero del Trabajo y de la Estabilidad Laboral de la misma Circunscripción Judicial es competente para conocer de la apelación interpuesta por la empresa Cyanamid de Venezuela, C.A. y así se declara.

Ahora bien, de acuerdo con lo antes expuesto, este alto Tribunal advierte al Juez Superior Temporal José E. Rodríguez Noguera, declinante en el presente caso, que el desconocimiento respecto a las normas laborales y procedimentales y, además, anular todas las actuaciones cumplidas por el a quo con motivo del referido recurso de nulidad –atribución que no le está dada, una vez declarada su incompetencia-, lo que ha hecho es entorpecer la actividad jurisdiccional del mismo, violando así los principios procesales de celeridad y economía procesal, además de obstaculizar de manera injustificada y censurable el conocimiento por parte de esta Sala de las numerosas causas pendientes.

II

DECISION

 

Por lo expuesto anteriormente, esta Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, administrando justicia en nombre de la República Bolivariana de Venezuela y por autoridad de la Ley, NO ACEPTA LA COMPETENCIA QUE LE FUERA DECLINADA POR EL JUZGADO SUPERIOR PRIMERO DEL TRABAJO Y DE ESTABILIDAD LABORAL DE LA CIRCUNSCRIPCION JUDICIAL DEL ESTADO MIRANDA, y en consecuencia, declara que corresponde conocer de la apelación interpuesta al mismo Juzgado declinante, a cuya sede ordena remitir el expediente. 

Queda así revocada la decisión emitida por el Juzgado Superior Primero del Trabajo y de Estabilidad Laboral de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda en fecha 25 de abril de 1994.

Dada, firmada y sellada en el Salón de Despacho de la Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los veintisiete (27) días del mes de junio de dos mil.- Años: 190º de la Independencia y 141º de la Federación.

El Presidente,

CARLOS ESCARRA MALAVE 








El Vicepresidente-Ponente,

JOSE RAFAEL TINOCO
LEVIS IGNACIO ZERPA

Magistrado

      La Secretaria,

ANAIS MEJIA CALZADILLA
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